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C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

              En respuesta a su atento oficio número 35 de esta  fecha, nuevamente me permito manifestarles que no ha  sido en poder de este Ejecutivo ni de alguna de sus dependencias el Proyecto de Ley que dicen haber enviado  con su anterior número 27 del primero de los corrientes y por tanto, este Ejecutivo se vio privado del uso del derecho consagrado por el Artículo 17 de nuestra Constitución Política local, a efecto de designar el orador que intervenga en los debates en los que se discuta y apruebe dicha Iniciativa. Esos debates, con la intervención del orador del Ejecutivo, deben ser los que sirvan de base y orientación a los Ayuntamientos para que cualquier reforma a nuestra Constitución Política pueda surtir los efectos legales del caso.


Sin renunciar a tal derecho consagrado por nuestra Constitución Política y no propiamente en uso del derecho que me concede el Artículo 20 para hacer  observaciones, pero con el objeto de fijar la tesis jurídica del Ejecutivo, me permito hacer las siguientes consideraciones:


Estamos acordes en que el Período de Gobierno sea de seis años; creemos necesaria y oportuna la reforma a la Constitución Política del  Estado; consideramos que por ser un hecho trascendental en la vida de nuestras Instituciones, esta reforma debe hacerse con un meditado estudio y ajustándose en todo a las formalidades que para modificar la Constitución señala nuestra propia Carta Fundamental local y sin apartarnos, igualmente de las normas de forma y fondo de la Constitución General de la República.

En el concepto del Ejecutivo a mi cargo, el Proyecto de Ley de ese H. Congreso adolece de las anomalías de forma que antes dejo señaladas y de las siguientes anomalías de fondo:


Primera.- Debe de considerarse que la voluntad política de un pueblo está expresada en las normas constitucionales que lo rigen. Los actos que el pueblo ejecute con apego a esas disposiciones no pueden ser modificados posteriormente, dado que se realizan de acuerdo con su propia voluntad expresada, como ya se dijo, en las normas constitucionales que rigen en el momento de su verificación. Toda reforma constitucional que tiende a modificar un acto ya ejecutado por el pueblo en cumplimiento precisamente de las normas constitucionales vigentes, que son la expresión genuina de su voluntad. Es  inconstitucional, porque viola el principio democrático y popular que con toda claridad informa la doctrina de nuestro Régimen Constitucional. El Proyecto elaborado por ese H. Congreso trata en esencia de modificar un acto consumado por el pueblo de Jalisco con apego a todas las disposiciones legales vigentes en el momento de su consumación.


En apoyo de los anterior, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos expresa, en la primera parte de su Artículo 115, que los “Estados adoptaran para su régimen interior la forma de Gobierno Republicano Representativo, Popular……”, agregando  en el párrafo 4° de su fracción III que “La elección de los Gobernadores de los Estados y de las Legislaturas locales será  directa y en los términos que dispongan las leyes electorales respectivas”. Esta última disposición del Artículo 115 Constitucional estatuye en primero término que la elección deberá de ser directa, es decir, que el pueblo en forma inmediata y directa deberá depositar su voto en las urnas electorales, ejercitando así su derecho para elegir a sus gobernantes, ajustándose este acto, tal como lo señala el párrafo que comentamos, a los términos que dispongan las leyes electorales respectivas, La Ley Electoral de nuestro Estado establece, en su Artículo 4°, fracción III, que las elecciones se celebrarán  “para Gobernador, que serán también directas, el primer domingo de diciembre de cada cuatro años”. Por lo  tanto, de acuerdo con las disposiciones invocadas, las elecciones para elegir al futuro Primer Mandatario de nuestro Estado han sido verificadas cumpliéndose con las disposiciones de las leyes vigentes, que son la expresión política de la voluntad del pueblo, esta voluntad no puede ser modificada por un Congreso prorrogando el mandato constitucional que expresamente el pueblo ha otorgado dentro de los límites de una Constitución que es la  expresión de su propia voluntad, por no estar modificada  nuestra Constitución local en el momento de verificarse la elección. Sentada esta tesis que se ajusta en todo a nuestra Doctrina Constitucional, y analizando el considerando 5° del Proyecto de reformas, así como el primer párrafo del Artículo  28 que se propone en relación  con el Transitorio que se consigna, se desprende la clara intención de prorrogar por dos años más, por un mandato del H. Congreso, el período del Gobernador cuya elección está consumada desde el primer domingo de diciembre de 1946 en cumplimiento a las disposiciones de la Constitución y Ley Electoral del Estado, violándose con ello, en forma patente, el contenido del Artículo 115 de la Constitución General de la República y los  relativos de la particular del Estado y de su Ley Electoral.

La doctrina sentada en el Proyecto de reformas a nuestra Constitución local, es francamente anticonstitucional y de aprobarse sentaría un precedente funesto para las aspiraciones democráticas y populares expresadas en la Constitución  General de 1917, como resultado de la Revolución Mexicana de 1910. Con el criterio que se  sustenta en dicho Proyecto se abre el camino a las dictaduras, dado que el Congreso de la Unión en cualquier momento podría, con una simple modificación a la Constitución, prorrogar por el tiempo que quisiera el mandato del Presidente de la República y el de los propios Legisladores, con violación  flagrante de los que constituye la esencia de nuestro Régimen Democrático Representativo y Popular.


Segunda.- el Artículo 14 de la Constitución General del País establece, en su primer párrafo, que “a ninguna Ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, el Transitorio del Proyecto que  comentamos establece un principio de retroactividad que se  aclara en el Considerando 5° y en la redacción obscura del primer párrafo del Proyecto de reformas al Artículo 28 de la Constitución local, que lesiona los derechos estatuidos en las fracciones I y II del Artículo 35 de la Constitución General de la República, dado que, al concluir el período de cuatro años para que fue electo el próximo Mandatario del Estado, los ciudadanos del mismo se varían impedidos de votar y de ser votados,  de acuerdo con las disposiciones que rigen en el momento de consumarse la elección a que nos hemos referido.
